ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 87 003 2019 0005201
ACCIONANTE: OMAR PIEDRAHITA CASTILLO   VS. CASUR
ASUNTO: REVOCA-  DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / LA TIENE EXCLUSIVAMENTE EL TITULAR DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES QUE SE DICE VULNERADOS / APODERADO JUDICIAL / NO PUEDE EJERCER EN NOMBRE PROPIO LA DEFENSA DE LOS DERECHOS DE SU REPRESENTADO / REQUISITOS DEL PODER.
En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos:

“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”…”
No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado.  Ahora bien, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 señala que quien crea que sus derechos están siendo vulnerados podrá interponer la acción constitucional por medio de apoderado y que los poderes se presumen auténticos, siempre y cuanto se presenten, pues tal autenticidad no puede predicarse sin que en el respectivo expediente ello aparezca acreditado.

En este caso en particular, la Sala observa que el abogado Omar Piedrahita Castillo instauró la presente demanda de amparo en nombre propio, aun cuando alega que el derecho de petición radicado en CASUR el 5 de abril de 2019 y del que no ha recibido respuesta, fue en representación de su poderdante, señora Rosalía Martínez Rendón. (…)
Ahora bien, con respecto a la imposibilidad que tiene el apoderado de alegar por vía de tutela como propios los derechos del representado, la  Corte Constitucional en la Sentencia T-658-02 M. P. Rodrigo Escobar Gil,  precisó:

“… es preciso tener en cuenta que la Corte en Sentencia T-674 de 1997, expresamente determinó que: ‘...no puede alegarse vulneración de los propios derechos con base en los de otro...’, y en Sentencia T-575 de 1997, igualmente, sostuvo que: ‘...la calidad de apoderado no genera ipso facto la suplantación del titular del derecho...’.  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de octubre de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No.975
Hora: 3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por el abogado Omar Piedrahita Castillo frente al fallo proferido el 3 de septiembre de 2019 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró en contra del Director General de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional -  CASUR  por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.

2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. El abogado Omar Piedrahita Castillo informó que el 5 de abril de 2019, radicó en representación de la señora Rosalía Martínez Rendón, una petición dirigida al Director General de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional -  CASUR, en la que se solicitó que se absolvieran algunas preguntas y se expidieran fotocopias de unos documentos.  Lo anterior, con el fin de iniciar el trámite de sucesión por la muerte del hermano de la señora Rosalía Martínez Rendón, llamado Humberto Antonio Martínez Rendón. Sin embargo, al momento de instaurar no había recibido respuesta alguna.  Por lo tanto, solicitó que se tutele su derecho fundamental de petición y se ordene al Director General de CASUR que en un término prudencial e improrrogable diera respuesta a su solicitud  (Fls. 1-6).

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela  (Fl. 7-13). 
3. RESPUESTA A  LA ACCIÓN DE TUTELA

3.1. CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLÍCIA NACIONAL

La Jefe de la Oficina Asesora Judicial indicó que la solicitud elevada por el accionante fue atendida mediante el oficio ID426591 del 26 de abril de 2019, el cual fue enviado a través de la empresa de correo 472 con certificado de entrega No.11791394.  Por lo tanto, consideró que no se vulneró el derecho fundamental de petición y en ese sentido, la acción de tutela debe ser declarada improcedente (Fls. 15 y 16).  Al respecto, allegó copia de la respuesta emitida y de la guía de mensajería (Fls. 17 y 18).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 3 de septiembre de 2019, el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, negó las pretensiones dentro de la presente acción de tutela instaurada por el señor Omar Piedrahita Castaño, por considerar que CASUR ya había dado respuesta al accionante y en ese sentido, se había configurado un hecho superado  (Fls. 20 y 21).

Las partes fueron notificadas del fallo anterior el 4 de septiembre de 2019  (Fl. 22 frente y vuelto).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El 9 de septiembre de 2019, el abogado Omar Piedrahita Castillo impugnó la sentencia de primera instancia, indicando que de haber recibido la respuesta de CASUR mediante el oficio No.ID426591 no hubiera instaurado la presente demanda de tutela, ya que no tiene conocimiento de la misma ni de lo contestado por la entidad frente a lo pedido, pues pudo haber ocurrido que por error involuntario, se mandó a otra dirección.  Por lo tanto, insistió en que se tutelen los derechos invocados.  En tal virtud, solicitó se revoque el fallo de primer nivel con el fin de que se ordene a la accionada responda aportando los documentos requeridos (Fls. 23 y 24).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Corresponde a esta Corporación determinar si la decisión tomada en primera instancia se ajustó a los lineamientos legales y constitucionales o si en este caso específico, el abogado Omar Piedrahita Castillo estaba legitimado para invocar el amparo en nombre propio.

6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4.  El Decreto 2591 de 1991 en su artículo 10 consagró lo relativo a la legitimidad e interés para promover la acción de tutela, así: “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.
También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”  (Subrayas propias)

6.5. En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos:
“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.” (Subrayas propias)
6.6.  No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado.  Ahora bien, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 señala que quien crea que sus derechos están siendo vulnerados podrá interponer la acción constitucional por medio de apoderado y que los poderes se presumen auténticos, siempre y cuanto se presenten, pues tal autenticidad no puede predicarse sin que en el respectivo expediente ello aparezca acreditado.

6.7.   En este caso en particular, la Sala observa que el abogado Omar Piedrahita Castillo instauró la presente demanda de amparo en nombre propio, aun cuando alega que el derecho de petición radicado en CASUR el 5 de abril de 2019 y del que no ha recibido respuesta, fue en representación de su poderdante, señora Rosalía Martínez Rendón.
6.8.  Así las cosas, esta Sala considera que el doctor Omar Piedrahita Castillo no estaba legitimado para promover la solicitud de amparo constitucional en nombre propio, pues la titular del derecho de petición cuya protección demandó, es la señora Rosalía Martínez Rendón, quien debió otorgar el poder para que lo representara ante el juez constitucional.  Lo anterior, con fundamento en el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional donde se indicó que
:

“En lo concerniente a la legitimidad por activa de los apoderados judiciales, esta corporación en sentencia T-697-06 (agosto 22), M. P. Manuel José Cepeda Espinosa, consideró:

 “… el abogado que representa judicialmente a otro, carece en principio de legitimación por activa, cuando en nombre propio pretende defender mediante tutela los derechos fundamentales de su poderdante, o cuando acude al proceso de tutela sin poder especial para ejercer dicha acción. En la primera circunstancia, se considera que quien representa judicialmente a alguien, lo hace a título profesional, lo que implica que el interés que defiende es el de su cliente y no el suyo propio, bajo las reglas del ejercicio de la profesión de abogado y atendiendo los supuestos de ley. En el segundo caso, no es suficiente que el apoderado alegue la defensa de la persona en un proceso diferente, o que afirme comparecer a la tutela como representante, o que cuente con poder general en otros asuntos; sólo el poder especial correspondiente, lo habilita para interponer tutela a favor de su representado y afirmar válidamente tal identidad.” (Subrayas propias)

6.9. Ahora bien, con respecto a la imposibilidad que tiene el apoderado de alegar por vía de tutela como propios los derechos del representado, la  Corte Constitucional en la Sentencia T-658-02 M. P. Rodrigo Escobar Gil,  precisó:

“4.1.1. Siguiendo lo expuesto, podemos responder al primer interrogante, es decir: ¿Si el apoderado judicial de una causa ordinaria puede alegar un interés directo para incoar en su propio nombre la acción de tutela, cuando los derechos fundamentales supuestamente vulnerados corresponden al titular de la causa ordinaria que representa judicialmente?

 Para dar respuesta a este cuestionamiento, es preciso tener en cuenta que la Corte en Sentencia T-674 de 1997, expresamente determinó que: ‘...no puede alegarse vulneración de los propios derechos con base en los de otro...’, y en Sentencia T-575 de 1997, igualmente, sostuvo que: ‘...la calidad de apoderado no genera ipso facto la suplantación del titular del derecho...’.  A juicio de la Corporación, esto ocurre básicamente por dos razones: (i) El interés en la defensa de los derechos fundamentales, como se dijo, radica en su titular y no en terceros y, por otra parte, (ii) la relación de vulneración o amenaza de los derechos fundamentales debe ser directa y no transitiva ni por consecuencia. Así lo manifestó la Corte en la citada Sentencia T-674 de 1997 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo), al sostener que ‘...no es válido alegar, como motivo de la solicitud de protección judicial, la causa de la causa, o el encadenamiento infinito entre causas y consecuencias, ya que, de aceptarse ello, se desquiciaría la acción de tutela y desbordaría sus linderos normativos. [Por lo tanto...] La violación de los derechos [fundamentales] de otro no vale como motivo para solicitar la propia tutela...”

6.10. En tal virtud, esta Sala considera que el abogado Omar Piedrahita Castillo tuvo la posibilidad de haber instaurado la acción de tutela señalando que lo hacía como apoderado judicial de la señora Rosalía Martínez Rendón conforme a un poder especial  otorgado para tal fin; sin embargo, ante la ausencia de este documento, la demanda no podía prosperar por incumplimiento a las formalidades legales de la misma.  Al respecto, el artículo el artículo 74 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso) establece lo siguiente:
“(…) Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente identificados.

El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. Las sustituciones de poder se presumen auténticas.

Los poderes podrán extenderse en el exterior, ante cónsul colombiano o el funcionario que la ley local autorice para ello; en ese último caso, su autenticación se hará en la forma establecida en el artículo 251.  Cuando quien otorga el poder fuere una sociedad, si el cónsul que lo autentica o ante quien se otorga hace constar que tuvo a la vista las pruebas de la existencia de aquella y que quien lo confiere es su representante, se tendrán por establecidas estas circunstancias. De la misma manera se procederá cuando quien confiera el poder sea apoderado de una persona.  Se podrá conferir poder especial por mensaje de datos con firma digital.  Los poderes podrán ser aceptados expresamente o por su ejercicio (…)”. (Subrayas fuera del texto original)

6.11. Igualmente, en la Sentencia T-531 de 2002 la Corte Constitucional relacionó los elementos del apoderamiento en materia de tutela, los cuales fueron tenidos en cuenta por dicho Tribunal en la Sentencia SU-055 de 2015, los que a continuación se indican:

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico
. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial.
 En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido
 para la promoción
 de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen
 en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho
 habilitado con tarjeta profesional
.  (Subraya propias)

Como consecuencia de lo anterior, este Tribunal considera que ante la falta de legitimación en la causa por activa para instaurar la presente acción de tutela en nombre propio, ni para para agenciar derechos de la señora Rosalía Martínez Rendón, debe revocar el  fallo de primer grado.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,
FALLA

PRIMERO: REVOCAR la decisión proferida por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 3 de septiembre de 2019, dentro de la  demanda de amparo presentada por el abogado Omar Piedrahita Castillo en contra del Director General de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional -  CASUR  y en su lugar, se DECLARA IMPROCEDENTE.

SEGUNDO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Ver Sentencia T-765 de 2009


� Esta presunción  fue establecida por el legislador delegado en el decreto 2591 de 1991.  Sobre la misma se pronunció tangencialmente la Corte en sentencia T-001 de 1997 en la cual la Corte resuelve el caso de abogados que presentaron acción de tutela como agentes oficiosos sin demostrar la indefensión de los agenciados, la Corte niega la tutela por que no se configura  la agencia oficiosa y no se reúnen los requisitos  para el apoderamiento judicial, afirmó la Corte: “Los poderes se presumen auténticos, según lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, pero, obviamente, tal autenticidad no puede predicarse de poderes no presentados, ya que el juez no está autorizado para presumir que alguien apodera los intereses de otro, sin que en el respectivo expediente ello aparezca acreditado”. 


� En la sentencia T-001 de 1997 la Corte afirmó que por las características de la acción “todo poder en materia de tutela es especial, vale decir se otorga una vez para el fin específico y determinado de representar los intereses del accionante en punto de los derechos fundamentales que alega, contra cierta autoridad o persona y en relación con unos hechos concretos que dan lugar a su pretensión.”


� En este sentido la Corte ha acogido las disposiciones del código de procedimiento civil en la materia, así en la sentencia T-530 de 1998 acoge y aplica la disposición del artículo 65 inciso 1º:  “En los poderes especiales, los asuntos se determinarán claramente, de modo que no puedan confundirse con otros.”


� En este sentido en la en la sentencia T-695 de1998 la Corte  no concedió la tutela impetrada debido a que el abogado quien presentó la tutela pretendió hacer extensivo el poder recibido para el proceso penal al proceso de tutela. En esta oportunidad la Corte reiteró la doctrina sentada en la sentencia T-550 de 1993 oportunidad en la cual la Corte afirmó:  “De otro lado, debe desecharse la hipótesis de que el poder conferido para adelantar un proceso judicial sirve al propósito de intentar la acción de tutela a que pudiere dar lugar ese proceso, por cuanto se trata de actuaciones distintas y, si bien es cierto que la tutela tiene un carácter informal, también lo es que tal informalidad no lleva a presumir la existencia de un poder que no se presentó y que es necesario allegar siempre que se ejerza la acción de tutela a nombre de otro y a título profesional”  En un sentido similar ver sentencia T-002 de 2001, en la cual la Corte afirmó que la condición de apoderado en un proceso penal no  habilita  para instaurar acción de tutela, así  los  hechos en que se esta se fundamenta tengan origen en el proceso penal.


� En la sentencia  T-530 de 1998 la Corte al revisar la decisión de una tutela promovida por el abogado de la parte civil en un proceso penal quien actuaba sin poder especial para el proceso de tutela, consideró que el a-quo no debió darle trámite al respectivo proceso  debido a que el  abogado no allegó el poder respectivo ni manifestó su calidad de agente oficioso.  En este sentido aseveró que  “Aunque podría pensarse que su calidad de representante de la parte civil en el proceso penal lo habilitaba para dicho menester, debe desecharse esta idea, en atención a que en el proceso penal el sujeto procesal es la parte civil y no su apoderado; es cierto que éste la representa conforme al poder específico que se le ha conferido; pero éste aun cuando suficiente para la actuación en el proceso penal no lo habilita para ejercitar la acción de tutela.”


� En la sentencia T-207 de 1997 la Corte se extendió en consideraciones acerca de la informalidad, propia de la acción de tutela y de sus implicaciones frente al ejercicio de la misma.  Con respecto al apoderamiento judicial como excepción al principio de informalidad de la acción señaló:  “Caso distinto es el de quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, pues es evidente que en tal caso actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (Decreto 196 de 1971).  Ello no solamente por razón de la responsabilidad que implica tal ejercicio, que se concreta en el campo disciplinario, sino por la necesaria defensa de los intereses del cliente, a quien conviene establecer con certidumbre que quien lo apodera puede actuar, de acuerdo con la ley, ante las distintas instancias judiciales y que responderá por su gestión.”


� Sobre la obligatoriedad de que la representación  judicial en tutela sea asumida por abogados en ejercicio no existe regulación expresa ni en la Constitución ni en los decretos reglamentarios de la acción de tutela, ante este vacío la Corte en sentencia T-550 de 1993  mediante  interpretación sistemática del ordenamiento jurídico,  a partir de las  disposiciones generales sobre representación judicial y en especial a partir de la disposición del artículo 38 del decreto 2591 de 1991 (que  señala las faltas  para los abogados que promuevan irregularmente acciones de tutela) concluyó que esta disposición no tendría sentido  sino se entendiera que la representación judicial  sólo pudiese ser adelantada por abogados titulados y en ejercicio. 





Página 5 de 7

